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Honorable Cámara de Diputados
Provincia de Buenos Aires


	
	



               
PROYECTO DE LEY


El Senado y la Honorable Cámara de Diputados de la Provincia de Buenos Aires sancionan con fuerza de


LEY


Artículo 1°: Créase del Organismo de Control de Viviendas en Locación, la que controlará el cumplimiento de las disposiciones de la ley nacional 23.091, las de los artículos 1137, 1197, 1493 a 1621 inclusive y concordantes del Código Civil.
De esta forma se encargará de controlar los contratos de locación de inmuebles urbanos  destinados a vivienda.
 
Artículo 2°: El mencionado Organismo funcionará como entidad autárquica de derecho público, con capacidad para actuar pública o privadamente dentro del ámbito de la competencia  que le asigna la presente ley.

Artículo 3°: FUNCIONAMIENTO.- El Organismo de Control de Viviendas en Locación tendrá su asiento en la ciudad de La Plata,  y se conformarán delegaciones en las localidades que constituyan sede de Departamento Judicial.

Artículo 4°: CONFORMACIÓN.- El Organismo de Control de Viviendas en Locación será dirigido por un Secretario. Por su parte cada delegación estará a cargo de un funcionario que dependerá del Secretario y se encontrará jerárquicamente subordinado a éste.

Artículo 5°: RECURSOS.- Los recursos del Organismo de Control de Viviendas en Locación se obtendrán con los siguientes recursos:

a) La afectación del producido de un 10% del  Impuesto Inmobiliario.
b) La afectación del producido de un 10% del Impuesto de Sellos.
c) La cantidad que anualmente establezca la Ley de Presupuesto 
como Contribución de Rentas Generales.
d) Los ingresos provenientes de donaciones y legados.


Artículo 6°: INCUMBENCIA DE LOS MUNICIPIOS.- Invitase a los municipios a adherir al presente régimen mediante el dictado de normas análogas a las establecidas en la presente ley y a la creación de organismos comunales con idénticos objetivos que los previstos para el Organismo de Control de Viviendas en Locación.

Artículo 7°: FACULTADES.- Para el cumplimiento de sus fines, el Organismo de Control de Viviendas en Locación tendrá las siguientes atribuciones:

a) INTERVENCIÓN OFICIAL.- En garantía de la verificación de las bases establecidas precedentemente el Organismo verificará los contratos de arrendamientos urbanos efectuando las observaciones, recomendaciones, sugerencias, adecuaciones o correcciones que correspondan.
Dicha intervención puede efectuarse en forma previa a la celebración del contrato y hasta los treinta (30) días posteriores a dicho momento.

b) HOMOLOGACIÓN Y REGISTRO. SANCIONES.- La intervención dispuesta en el inciso anterior se da a instancia de las partes, en forma conjunta o indistinta, y concluye con la simple constancia rubricada, en el contrato, de su homologación. El Organismo registrará los contratos homologados y entrecruzará datos con el organismo local recaudador de impuestos.

La falta de intervención del contrato determina aplicación de sanciones para las partes intervinientes:

1. Determina para el locador la pérdida, a favor del Estado, de las sumas dinerarias correspondientes a alquileres por todo el tiempo de la demora, hasta el momento de su homologación y registro.

c) INMUEBLES. CALIFICACIÓN.- Los contratos de alquiler objeto de fiscalización por esta ley tienen por objeto la cesión onerosa de la tenencia estable y segura de inmuebles para el ejercicio, sobre los mismos, del uso y goce apropiado al derecho a la vivienda digna y adecuada de las personas y familias de los sectores que deben acceder al arrendamiento para cubrir tal necesidad. Los inmuebles susceptibles de encuadrar en esta inscripción son calificados por el Organismo en función de su aptitud para satisfacer las calidades necesarias al derecho al que se destinan.

La calificación de aptitud contempla condiciones vinculadas a:

1. Aprobación de planos y final de obra correspondientes por parte de las autoridades locales competentes.

2. Condiciones de seguridad apropiadas.

3. Demás condiciones correspondientes a las políticas habitacionales del Estado que contemple la reglamentación de la ley, que deberá efectuarse con intervención de la autoridad de aplicación.


d) DENUNCIAS.- Efectuar las denuncias correspondientes a la Dirección Provincial de Comercio a fin de que la misma, en cumplimiento de las facultades que le fueron otorgadas mediante el Decreto Nº 1036/04, adopte las medidas que estime corresponder ante diversas acontecimientos locativos, y de resultar procedente, el sujeto involucrado sea inscripto en el Registro de Infractores a la Ley del Consumidor y del Usuario creado por Decreto Nº 1986/06.

e) INTERVENCIÓN DE LA COLEGIACIÓN. Dar noticia al Colegio de Martilleros y Corredores Públicos de la Provincia de Buenos Aires como a los Colegios Departamentales correspondientes, del comportamiento asumido por el Martillero y/o Corredor Público matriculado a fin de que, fiscalizando el correcto ejercicio de la profesión, velen por el cumplimiento de la Ley Nº 10.973.

f) INVESTIGACIÓN.-  Realizar estudios y proyectos referidos a la problemática que motiva la presente ley.

g) CONVENIOS.- Suscribir convenios con organismos municipales, provinciales y asociaciones sin fines de lucro, a los efectos del cumplimiento de los fines especificados en la presente ley. Asimismo concertar con las distintas municipalidades de la Provincia, la estructuración de un régimen permanente de coparticipación técnica que posibilite cumplir con el objetivo de la presente. Específicamente se invita a los municipios a que creen oficinas que, a los fines de esta ley, se ocupen de:

1. Prestar asesoramiento legal a los inquilinos y consorcistas en la relación locativa con el propietario y/o inmobiliaria.
2. Promover la participación del Municipio en la protección de los derechos de los inquilinos y de los integrantes de los consorcios de propiedad horizontal.
3. Ofrecer una instancia de conciliación voluntaria para problemas suscitados entre inquilinos, propietarios, consorcistas, administradores e inmobiliarias.
4. Recibir reclamos de inquilinos, propietarios o inmobiliarias derivados de los respectivos contratos de locación.
5. Recibir reclamos por problemas suscitados en el ámbito de los consorcios de propiedad horizontal entre los consortitas y los administradores.

h) GARANTÍAS BANCARIAS.- Ejecutar programas de divulgación pública sobre la existencia de garantías bancarias en materia de contratos de locación.

Artículo 8°: REGLAMENTACIÓN.- El Poder Ejecutivo Provincial deberá reglamentar la presente ley dentro de los seis (6) meses, a contar de su publicación.

Artículo 9°: Comuníquese al Poder Ejecutivo.





FUNDAMENTOS


El Proyecto de Ley del Organismo de Control de Viviendas en Locación persigue controlar el cumplimiento de la legislación sobre la materia que se encuentra contenida en el Código Civil y la Ley 23.091. Ello con la finalidad de propender a paliar la crisis habitacional que afronta la Provincia.

Según el Censo 2010, de los casi 4.800.000 hogares de la Provincia de Buenos Aires, 700 mil son hogares alquilados, lo que representa un 14.5% del total. Si tenemos en cuenta un hogar conformado por dos personas, estamos hablando de más de 1.4 millón de personas que viven como inquilinos.

Otro dato importante surge si comparamos los mismos datos con el censo 2001. En 10 años, el porcentaje de propietarios de inmuebles, bajo del 79 % en 2001 al 75% en el 2010, a pesar de que se construyeron alrededor de 870 mil viviendas nuevas. Mientras que el número de hogares en alquiler, paso de ser el 9,5 % en 2001 al 14,5% en el 2010.

Así proponemos armonizar el derecho de propiedad con el interés social que debe observarse en el ejercicio de los derechos constitucionales, asegurando el acceso a la vivienda digna consagrado en el artículo 14bis de la Constitución Nacional, cuando el mismo se ejerce sobre un inmueble alquilado, derecho reproducido por nuestra carta magna en el artículo 36, el que establece que : “La Provincia promoverá la eliminación de los obstáculos económicos, sociales o de cualquier otra naturaleza, que afecten o impidan el ejercicio de los derechos y garantías constitucionales. A tal fin reconoce los siguientes derechos sociales:
7- A la Vivienda. La Provincia promoverá el acceso a la vivienda única y la constitución del asiento del hogar como bien de familia; garantizará el acceso a la propiedad de un lote de terreno apto para erigir su vivienda familiar única y de ocupación permanente, a familias radicadas o que se radiquen en el interior de la Provincia, en municipios de hasta 50.000 habitantes, sus localidades o pueblos.
Una ley especial reglamentará las condiciones de ejercicio de la garantía consagrada en esta norma.”

El concepto de vivienda digna de la Constitución nacional es más amplio que el de propiedad -al igual que el de vivienda única recién transcripto- y al que todos los habitantes de la Provincia tienen derecho a acceder. Tal derecho/garantía no se satisface sólo con el acceso en propiedad a una vivienda, sino que el mismo puede y debe ser  amparado también por el arrendamiento de inmuebles. 

Como podrá apreciarse el presente proyecto de ley tiende a hacer operativa la ley de Arrendamientos Urbanos que en la actualidad, y frente a la crisis habitacional, se encuentra arduamente bastardeada, como al control de los inmuebles objetos de compraventa, para la seguridad y transparencia del mercado inmobiliario.

Esta obligación del Estado, no solo es impuesta por el Artículo 14 bis de la Carta Magna Nacional y el 36 de la Provincial, sino por expresos tratados internacionales que la Nación Argentina ha suscripto y que por imperio del Artículo 75  inciso 22 de la C.N. tienen jerarquía constitucional.

Así podemos citar el artículo 21 inciso 1° de la Convención Americana sobre Derechos Humanos (Pacto de San José de Costa Rica), ratificada por Ley 23.054, que dice: “Toda persona tiene derecho al uso y goce de sus bienes. La ley puede subordinar tal uso y goce al interés social”.

A su vez el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, ratificado por Ley 23.313, en su artículo 11:1 sostiene: “Los Estados Partes en el presente Pacto reconocen el derecho de toda persona a un nivel de vida adecuado para sí y su familia, incluso alimentación, vestido y vivienda adecuados, y a una mejora continua de las condiciones de existencia…”.

Por último también debe tenerse presente que el derecho al acceso a la vivienda se encuentra reconocido en el artículo 25 de la Declaración Universal de los Derechos Humanos (Resolución N° 217 A (III) de la Naciones Unidas del 10 de diciembre de 1948).

Para garantizar tal derecho, el proyecto de ley tiene por objeto único la protección de la parte más débil de la relación contractual, esto es el inquilino, quien se ve en la mayoría de los casos sometido a un contrato de adhesión o falta de información, que en forma lesiva a sus derechos, le impone obligaciones desmedidas que terminan aniquilando su derecho de acceder a una vivienda digna.

Se han consultado e incorporado diversas propuestas contenidas en los trabajos publicados por la Unión Argentina de Inquilinos y la Organización Habitar Argentina, con el afán de dar protección a quienes no puede acceder a una vivienda digna, o quienes para así poder hacerlo se ven sometidos a constantes abusos de derecho. 

No obstante, principalmente se tuvo en miras la Ordenanza Municipal de la Ciudad de La Plata, la nro. 10.859, que crea la “Oficina Municipal de Inquilinos y Consorcistas” que brinda protección a los vecinos de la ciudad frente a este tipo de abusos, lo que debe ser reproducido y profundizado por la Provincia.

Así, el texto que se pone a consideración crea a nivel Provincial un ente autárquico, donde se registren las locaciones urbanas para vivienda, se controle el cumplimiento de la ley (la que es de orden público y como tal no puede ser relegada a voluntad de las parte) exigiendo su cumplimiento como asimismo controlando y sancionando los casos en que la misma sea vapuleada.

Se propone puntualmente la intervención del Estado creando el Organismo de Control de Viviendas en Locación. Esta intervención estatal prevista en el proyecto de ley tiene, entre otra funciones, la de crear el Registro  Público de Contratos de Locación donde deberán registrarse y homologarse los contratos de locación que se celebren. Asimismo el Estado debe proceder a la calificación  de los inmuebles para  controlar su aptitud para cumplir con los fines del presente proyecto de ley y se lo provee del poder de policía a los efectos de controlar el cumplimiento y aplicar las sanciones previstas.

En síntesis: se parte de la consideración de que los negocios jurídicos relativos a derechos fundamentales de las personas requieren, no solo de una ley de orden público que vele por los derechos de la parte más débil, sino de la activa intervención del Estado quien controle el cumplimiento de dicha ley, exigiendo su aplicación y evitando que la parte débil, por su propia necesidad de vivienda, se vea lesionado en sus derechos de raigambre constitucional.

A mayor abundamiento, y por la competencia territorial de la provincia y su obligación constitucional de garantir la vivienda a sus habitantes, es que no sólo se erige como un deber, sino que resulta casi una obligación para ella crear éste tipo de organismos que propendan al bien común y respalden estos derechos sociales irrenunciables, como lo es el aquí tratado. 

Se trata de crear un régimen decididamente protectorio de los intereses de las parte contratantes que en la negociación juega su derecho a la vivienda, por sobre los de la contraparte –propietario y/o inmobiliarias- que juega intereses económicos.

Se trata de buscar un equilibrio que devuelva justicia al negocio en base a la consideración de lo que cada parte pone en juego, acotando los abusos de los locadores que, según la constatación histórica, son la parte prevaleciente, la parte fuerte en la negociación, con el poder de imponer unilateralmente las condiciones que la parte débil del contrato sólo puede aceptar o rechazar, no pudiendo prácticamente discutirlas.

Se trata, en suma, de dar un paso más en el proceso encarado por nuestra Provincia, de regeneración del tejido social a partir de la recuperación de los derechos fundamentales de las personas a través de políticas de Estado que vienen incrementando los niveles de inclusión social desandando la herencia de las políticas neoliberales imperantes durante el último cuarto del Siglo XX, proceso que la abrumadora mayoría de nuestro pueblo ha decidido profundizar.

Por todos los argumentos expuestos, solicito a mis pares la aprobación de este proyecto.
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